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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el apoderado de la señora BLANCA GÓMEZ DE NARVAEZ en su calidad de accionante, contra el fallo de tutela proferido el quince (15) de septiembre de dos mil seis (2006) por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción de tutela donde aparecen como accionados el Departamento de Risaralda y la Secretaría de Educación del Departamento.

2.- DEMANDA 

El apoderado de la actora refiere que la señora BLANCA GÓMEZ DE NARVÁEZ es docente del Departamento y fue escalonada en el Grado 01 del Escalafón Nacional Docente mediante resolución del nueve (9) de junio de 1998. Solicitó el ascenso al Grado de Escalafón Nacional desde el dieciséis (16) de marzo de ese mismo año y han pasado más de nueve (9) años sin que la administración departamental se hubiere pronunciado al respecto, pese a que se ha venido insistiendo en ello mediante derechos de petición, de los cuales destaca el presentado el diez (10) de febrero de 2006, del cual dice que fue respondido con evasivas, lo que violenta el derecho a recibir una respuesta concreta en los términos de los artículos 23 constitucional y 6º del Código Contencioso Administrativo.  
Señala que su poderdante debió ser ascendida en el Escalafón Nacional Docente, máximo a los sesenta (60) días de radicada la solicitud, de conformidad con las decisiones al respecto proferidas por la Corte Constitucional.

Solicita del Juez en sede de tutela que ordene a la entidad que disponga lo pertinente para que se dé respuesta concreta en los términos del Decreto 1095 de 2005 y se ascienda a su prohijada al Grado 3 del Escalafón Nacional Docente.
3.- FALLO 

El señor Juez de primer grado integró en debida forma el contradictorio y en consecuencia obtuvo respuesta a las pretensiones de la acción por parte del apoderado de la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda, quien básicamente manifestó que la actora no podía ser escalafonada en el Grado dos (2) por cuanto requería acreditar dos (2) años de tiempo de servicio contados a partir de la inscripción, requisito que no cumplía por cuanto sólo se le podía tomar desde el dieciséis (16) de marzo de 1998 hasta el siguiente doce (12) de abril, es decir, tan solo veintiocho (28) días.

En la motivación de su fallo, estimó que la afirmación contenida en la demanda según la cual la respuesta suministrada frente a la petición presentada el diez (10) de febrero de 2006, no había sido concreta y oportuna, no tenía respaldo probatorio dado que no se aportó copia de la referida contestación, ni de las otras peticiones a las que se hacía referencia. En esas condiciones el Despacho no contaba con elementos probatorios idóneos para determinar la vulneración del derecho de petición a la actora.

De otro lado, frente a la pretensión relacionada con la orden para que se produjera el escalafonamiento de la accionante, consideró que era asunto que escapaba al margen de competencia del Juez de Tutela, en especial porque no contaba con los medios de convicción y el tiempo necesario para definir un litigio tan complicado como el que se le presentaba.

Con tales planteamientos, decidió abstenerse de tutelar los derechos reclamados en la demanda.  
4.- IMPUGNACIÓN

Previa enumeración de las normas que en su concepto regulan lo concerniente con el proceso de escalafonamiento de los docentes, el apoderado de la actora insiste en que las solicitudes de ascenso deben ser resueltas dentro de los sesenta (60) días siguientes a su presentación, tal como lo dispone el Decreto 1095 de 2005. Señala que la Secretaría de Educación de Risaralda, al vencimiento de dicho término que debía ser contado a partir del once (11) de abril de 2005 cuando entró en vigencia el referido decreto, no había producido la respuesta pertinente.
Se refiere al núcleo esencial del derecho de petición, que comporta el derecho a obtener por parte de la autoridad competente una respuesta de fondo, oportuna, clara y precisa. En el presente evento no se dio respuesta de ninguna naturaleza por lo que es evidente la vulneración de ese derecho.

Solicita revocar el fallo impugnado, para que en su defecto, se ordene a la accionada resolver de manera clara y precisa la solicitud de ascenso en el Escalafón Nacional, así sea de manera positiva o negativa.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
Entiende la Sala, que debe como Juez Constitucional de segunda instancia determinar si hubo acierto o desacierto en la decisión adoptada por el señor Juez a quo, al momento de negar el amparo al estimar que no se había presentado una vulneración del derecho de petición.

Frente a ello, debe decir el Tribunal que pese a la advertencia que se hizo en la primera instancia de no contarse con elementos probatorios que permitieran determinar si en verdad se había presentado una vulneración de la garantía constitucional a obtener respuesta oportuna ante las solicitudes elevadas a las autoridades, es lo cierto que el apoderado de la accionante en esta ocasión tampoco aportó copia de las contestaciones suministradas que califica de evasivas, con lo cual la Sala no puede hacer mayores precisiones al respecto.

Con todo, debe anotarse que en el fondo del asunto no está la falta de respuesta, lo cual obviamente produciría una decisión diferente a la adoptada por el señor Juez de primer grado. Lo que se advierte de lo consignado en el trámite constitucional, es que en efecto la entidad accionada sí se pronunció, pero en concepto del abogado las respuestas fueron evasivas, para lo cual sostiene que el tres (3) de abril de 2006 se le resolvió una petición sobre su tiempo de servicio, omitiéndose dar contestación concreta y oportuna
.
Si se tiene en cuenta que la Secretaría de Educación Departamental ha sido enfática en afirmar que la accionante no reúne los requisitos para ser promovida al Grado Dos (02) del Escalafón Nacional Docente por no reunir el tiempo necesario para ello -2 años- ya que solamente acreditaba veintiocho (28) días, podría pensarse que la respuesta así suministrada suple la presunta contestación evasiva a la que hace alusión el impugnante.

Aceptado en gracia de discusión lo sostenido por el abogado que representa a la señora BLANCA GÓMEZ DE NARVÁEZ en el sentido de no haberse obtenido una respuesta definitiva –negativa o positiva-, es innegable que al descorrerse el traslado surtido en la primera instancia, se anunció que copia de esa respuesta sería enviada tanto a la accionante como a su abogado. Así las cosas, así fuera de manera indirecta, se ha enterado a los interesados sobre las razones por las cuales en concepto de la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, no es posible el ascenso pedido. Desde luego, que una contestación así presentada no es lo indicado frente a la presentación de un derecho de petición como el que en efecto hizo la señora GÓMEZ DE NARVÁEZ y que curiosamente sí obra en la actuación aquí surtida; empero, frente a la falencia de la actora y su representante judicial en aportar copia de las respuestas surtidas, aunado a igual omisión por parte de la entidad accionada, estima la Sala que de todas formas se han dado a conocer las razones de la administración para no acceder a lo solicitado por la docente, que de paso se consideran lógicas en consideración a los requisitos que se exigen para acceder al ascenso en el escalafón, fin último de esta pretensión.
En conclusión, el Tribunal al igual que el señor Juez de primera instancia, estima que en tan particular condiciones no se ha presentado una vulneración del derecho de petición en los términos relatados en la acción y, por consiguiente, se impone la confirmación del fallo impugnado.   
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, materia de impugnación.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
     Magistrado




           Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN 


    CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

             Magistrado
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